PLUS ,ETICA MEDICA E HIPOCRESIA

Por Mario Daniel Fernández 

El tema del cobro del llamado “plus” y la ética médica, tal como se presenta en la actualidad, esconde una gran hipocresía que es necesario plantear sin tapujos si queremos aspirar realmente a cambiar las reglas de una sociedad sumida en la decadencia.

Diversos funcionarios, tanto nacionales como provinciales, quizá por justificar su incapacidad para resolver los problemas o la falta de valor para afrontar los grandes intereses que lucran con la salud o, por último, por complicidad con sistemas que privilegian esos intereses, suelen buscar en los médicos en particular y en los prestadores de salud, los “chivos expiatorios” de sus desatinos.

El colapso del sistema de salud, jaqueado por la crítica realidad que envuelve al país, y la particular situación del Pami , no puede seguir escondiéndose detrás de declaraciones que cargan el peso de la crisis en los médicos.

En el Código de Ética del Colegio de Medicos de Cordoba que guía la práctica médica, su artículo 77 in fine impone como infracción la conducta de aquél que prestando servicios arancelados cobre adicionales que no corresponden. Es un principio claro que no ha perdido vigencia. 

Para distintos funcionarios parece ser que es el único precepto que conocen e invocan. Por falta de memoria o por conveniencia olvidan u omiten que el artículo 74 del mismo Código de Ética también obliga al médico a no percibir honorarios inferiores a los fijados como éticos. Precisamente, el “honorario ético” es ignorado por los que sustentan los sistemas de gerenciamiento parasitario que se han impuesto en el país.

Pero además, con sólo asomarse a la realidad, debemos inferir que no hay “plus”, cuando en realidad no hay adicional, y no lo hay cuando no se perciben honorarios de la obras sociales, ya sea porque éstas no cumplen con sus pagos o porque le son cercenados lisa y llanamente por las gerenciadoras, bajo diversas excusas como las “tasa de uso” o “índice”, como sucede en el sistema de atención médica del Ipam, donde las quitas llegan en algunos casos al 80 por ciento de lo estipulado.

El problema integral 

Es indudable que, para que la solución no sea sólo un lavado de cara de los responsables de las políticas de salud, es necesario analizar el problema en forma integral, discutiendo en serio la situación actual que perjudica al ciudadano, que atropella al paciente y que impacta directamente en la dignidad profesional. 

La política del amedrentamiento (mayores auditorías, alentar denuncias, etcétera), es sólo esconder la basura debajo de la alfombra, en un sistema de cápita fija, con el proceso inflacionario en marcha. Resulta verdaderamente imposible dejar de observar que los honorarios médicos son la única variable de ajuste, de licuación de obligaciones de pago que se perciben mucho después de los términos contractuales fijados, con débitos o tasas de uso injustificadas, arbitrarias y confiscatorias.

Hace pocos días, los que no perdemos la memoria hemos recordado los dos años de la trágica muerte del doctor René Favaloro. Su testamento público está más vigente que nunca: los médicos nos sentimos los “mendigos” de un sistema en crisis, que nos angustia, nos desvela y nos condena a “llamar, llamar y golpear puertas” sin más respuesta que el silencio.

Han pasado dos años y todo sigue como entonces. Desde hace tiempo repetimos en voz alta que los médicos somos mendigos de los intermediarios de la salud. Los recursos económicos destinados prosiguen sin llegar donde deben llegar. Su destino enriquece a los que lucran de una u otra forma con la salud, en tanto que castiga a los ciudadanos y posterga a los profesionales de la salud. 

Además, es necesario subrayar que, más allá de las declaraciones altisonantes y demagógicas, debe recordarse el principio constitucional de que nadie puede ser considerado culpable mientras una sentencia firme no lo declare tal (artículo 39 de la Constitución de Córdoba). La “comisión” de falta ética no puede afirmarse, sin la espera del debido proceso con oportunidad de defensa. Tal calificación por parte de funcionarios es anticipar criterio sobre las conductas supuestamente desplegadas y que en su caso deben quedar a juzgamiento de los miembros del tribunal disciplinario de los médicos, por las supuestas faltas que se endilgan, como es el caso que nos ocupa.

Fallas de un sistema colapsado

De esta manera, estamos convencidos de que el eventual cobro de plus es sólo la punta de un iceberg que parece intentar ocultarse. La falta de contratos médicos; contratos no visados por los organismos deontológicos correspondientes; contratos con cláusulas leoninas; los atrasos de las obras sociales y/o gerenciadoras de atender y honrar sus compromisos; la introducción de débitos o tasas sobre las facturaciones de los médicos, instauran una realidad económica y social que pone en duda la posibilidad de hablar en estos casos de “plus”.

Si realmente se pretende afrontar el grave problema de la salud, es preciso debatir, escuchar y cambiar. Se requiere dejar atrás la hipocresía. El 80 por ciento de los beneficiarios del Ipam ha manifestado, a través de una encuesta de La Voz del Interior, su desacuerdo con el sistema actual de atención médica. Todos los profesionales de la salud se sienten afectados. 

No obstante, se insiste en mantener un sistema probadamente ineficaz e ineficiente; se pretende excomulgar a los médicos por su exceso y por el cobro de “plus” sin apuntar al fondo de los defectos de un gerenciamiento colapsado que en nada resguarda a los afiliados ni a los colegas. La realidad en el Pami no es distinta.

Tenemos una oportunidad histórica de elaborar políticas de Estado que sirvan a la sociedad. Ello puede ser el mejor homenaje que podemos tributar al doctor René Favaloro.
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